
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 
SALA PRIMERA CIVIL 

 
Medellín, siete (7) de junio de dos mil veintidós (2012) 
Ref.: Exp.: 05001 31 03 005 2019 00125 01 
Magistrado Ponente: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Proceso: Ejecutivo. 
Demandante: SEGUREXPO DE COLOMBIA S.A.. 
Demandado: CREACIONES VELA SPORT S.A.S. 
Extracto: Para proferir sentencia anticipada es necesario tener 

plenamente establecido el supuesto normativo en el cual se 
basa. Todo el trámite procesal es espacio adecuado para 

salvaguardar, entre otros, el derecho al debido proceso. Revoca.   
 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Se procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, contra la sentencia anticipada calendada el 28 de 

marzo de 2022, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de 

Oralidad de Medellín. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

DE LA DEMANDA 
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La actora deprecó orden ejecutiva contra la ejecutada en virtud de las 

sumas incorporadas en los siguientes instrumentos:  

 

TIPO NUMERO VALOR FECHA 

VENCIMIENTO 

Factura 139 $ 55.222.398 4 de octubre del 2017 

Factura 147 $60.386.051 5 de octubre del 2017 

Factura 177 $ 61.358.220 10 de octubre del 2017 

Factura 214 $ 50.747.400 15 noviembre de 2017 

Factura 369 $ 7.633.080 9 de diciembre del 2017 

Factura 459 $ 9.987.312 27 noviembre del 2017 

 

En todos los casos también se deprecaron intereses moratorios 

desde el vencimiento de la obligación hasta el pago total de las 

mismas. 

 

Como fundamento fáctico se indicó que las facturas objeto de 

recaudo, fueron dimanadas de SINERGIA INTEGRAL S.A.S., en 

virtud de suministro de mercaderías para la industria textil, quien las 

endosó a la hoy demandante. 

 

 

DE LA CONTRADICCIÓN: 
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La demandada replicó a los hechos de la demanda aceptándolos, 

pero de cada uno esgrimió que los títulos fueron afectados por el 

fenómeno extintivo en el que fundamentó la excepción que denominó 

“prescripción” conforme los artículos 2512, 1625, 2539, 2530, todos 

ellos del C.C., sin que la notificación del mandamiento de pago se 

realizara dentro del término previsto en el artículo 94 del C.G. del P., 

consolidándose el evento alegado.  

 

Lo anterior fue el fundamento para oponerse a las pretensiones.  

 

 

TRAMITE PROCESAL: 

 

 

Por auto del 7 de marzo de 2019 se libró la orden ejecutiva solicitada, 

la que se notificó personalmente a la demandada según el artículo 8º 

Decreto 806 de 2020, y oportunamente la accionada propuso la 

aludida excepción, sin que conste que mediante auto se hubiera dado 

traslado de los medios de defensa, punto al que volveremos 

posteriormente.  

 

 

DE LA SENTENCIA ANTICIPADA:  

 

 

El a quo consideró posible dictar sentencia anticipada conforme el 

numeral 3° del artículo 278 del C. G. del P. en cuanto al fenómeno 
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de la prescripción alegada, por lo que después de realizar síntesis de 

la acción, contradicción y trámite procesal, indicó que las 

obligaciones no tienen permanencia en el tiempo o perpetuidad, pues 

se supeditan a la prescripción extintiva.  

 

Citando los artículos 2512 y 2539 del C. C., 2.539, dice que el evento 

alegado se consolida, sin que se interrumpiera de conformidad con 

el artículo 94 del C. G. del P., por lo que analizando en cada 

instrumento en cobro los elementos: 1) término extintivo -tres años-; 

2) presentación de la demanda; 3) fecha mandamiento de pago; y, 4) 

notificación; concluye que operó la prescripción, “pues la notificación 

a la sociedad demandada no se realizó dentro del año siguiente de 

que trata el artículo 94 CGP.”. 

 

En tales términos, declaró probada la excepción denominada 

“PRESCRIPCIÓN”, cesando la ejecución y condenando en costas al 

demandante. 

 

 

DE LA APELACIÓN Y SU OPOSICION: 

 

 

El recurrente impugnó la anterior decisión, y sustentó lo pertinente en 

los siguientes términos: 

 

1. Que diferente a la doctrina citada, en este caso no se corrió 

traslado al demandante de las excepciones, por lo que se 
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vulneró el derecho a solicitar pruebas (artículo 442 C. G. del 

P.), y a demostrar que la prescripción no se consolidó, con lo 

que se vulneró la defensa del demandante.  

2. Que le asiste el derecho a demostrar que se interrumpió 

naturalmente la obligación.  

3. Que solo se atendió los argumentos del demandado, contrario 

a lo que está en posibilidad de demostrar. 

4. Que se deben considerar los trámites que realizó de cara a la 

notificación, pretermitiéndose toda una etapa del proceso, 

además que existieron pifias del Despacho de cara a las 

comunicaciones. 

 

Por lo anterior deprecó revocar la sentencia y ordenar se continúe 

con el pleito. 

 

Frente a la alzada la parte demandada indicó que el a quo actuó 

conforme la ley y la jurisprudencia, pues con las pruebas obrantes en 

el expediente era suficiente para tomar la decisión, por lo que no era 

necesario correr traslado de las excepciones, máxime que en mismo 

paginario se podía verificar que el actor no cumplió lo que le imponía 

el artículo 94 procesal civil.  

 

Así, después de hacer un recuento del trámite de notificación, 

recalcando los errores y demoras del interesado, indicó que de su 

parte no hubo interés de eludir la notificación, y que cuando recibió la 

electrónica, inmediatamente compareció al proceso. 
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Recalcó que el actor pudo hacer la notificación de manera electrónica 

y no lo hizo, para enfatizar el su negligencia dejando pasar dos años 

y nueve meses para notificar el mandamiento de pago, al punto que 

tuvo que ser requerido por el Despacho para tales fines, por lo que al 

no vulnerarse ninguna garantía legal o constitucional, debe 

confirmarse la decisión atacada. 

  

Así, finiquitado el trámite en segunda instancia, se procede a decidir 

la alzada, previas las siguientes: 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Examinada la actuación procesal en ambas instancias, no se observa 

irregularidad invalide lo actuado, por lo que están presentes las 

condiciones necesarias para proferir sentencia de segunda instancia. 

 

Del artículo 320 del C. G. del P. se tiene que el recurso de apelación 

tiene como objetivo que el Superior estudie la decisión proferida en 

primera instancia con el fin que la revoque o reforme, sentido en el 

cual se dirigirá el siguiente análisis, todo ello dentro de los límites que 

impone el artículo 328 ibídem. 

 

La alzada cuestiona el haber dado por probada la excepción de 

prescripción de la acción, para lo que se expusieron dos argumentos 

centrales: primero, que debiéndose haber corrido al demandante 
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traslado de las excepciones propuestas por el demandado,  vulneró 

el derecho de aquel a solicitar pruebas para demostrar que la 

prescripción no se consolidó pues fue interrumpida; y segundo, que 

deben reconocerse sus esfuerzos y los errores del Despacho, para 

cumplir con la carga de la notificación.  

 

De lo anterior se desprende el problema jurídico a resolver, el cual se 

presenta así: ¿se probó la prescripción extintiva para de manera 

anticipada desestimar las pretensiones de la demanda? 

 

 

DE LA PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA: 

 
 

Lo intitulado es una sanción que la ley impone por no ejercitarse los 

derechos oportunamente, siempre que sea alegada por el interesado, 

ya que como dice el artículo 2513 del C. C.; “El que quiera 

aprovecharse de la prescripción debe alegarla; el juez no puede 

declararla de oficio…”, por lo que debe proponerse como excepción 

tal como lo indica el artículo 282 del C. G. del P.. 

 

El soporte normativo de la decisión cuestionada, fue el artículo 789 

del C. de Co., norma que indica; “La acción cambiaria directa 

prescribe en tres años a partir del día del vencimiento.”, y como entre 

el vencimiento de los instrumentos en recaudo y su notificación al 

demandado transcurrió más de ese lapso, sin que tal comunicación 

fuera útil para interrumpir la prescripción en los términos del artículo 

94 procesal civil, la decisión fue de conformidad.  
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No obstante, si bien es cierto que el artículo 278 del C. G. del P. deja 

en claro que “En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar 

sentencia anticipada, total o parcial”, entre otros eventos “Cuando se 

encuentre probada … la prescripción extintiva…”, también lo es que 

el mismo ordenamiento deja en claro que cuando el demandado en 

proceso ejecutivo propone excepciones, “… se correrá traslado al 

ejecutante por diez (10) días, mediante auto, para que se pronuncie 

sobre ellas, y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer.” 

(artículo 443.1 ídem)1. 

 

Es decir, que de las excepciones formuladas, como sucedió en el 

caso que nos ocupa, ameritan que de ellas y mediante auto, se dé 

traslado al actor para que las controvierta y presente las pruebas del 

caso con el fin de obtener el efecto jurídico que persiga.  

 

En esos términos, podría decirse que las dos disposiciones son 

contradictorias, la que autoriza proferir sentencia anticipada en 

cualquier estado del proceso frente a la que ordena que se dé 

traslado de las excepciones, pero no es así, pues basta aplicar el 

método de interpretación contextual en su criterio armónico (artículo 

30 C.C.), para despejar cualquier discordancia normativa. 

 

Lo anterior en cuanto a que como todas las decisiones judiciales se 

toman con base en pruebas (artículo 164 C. G. del P.), el artículo 278 

 
1 No se puede confundir tal traslado jurisdiccional con el secretarial que en su momento 

reguló el parágrafo del artículo 9º del Decreto 806 de 2020. 
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procesal civil no deja tal aspecto al garete, e indica de manera diáfana 

que para estimar, entre otras, cualquiera de las otrora denominadas 

excepciones mixtas, las mismas deben estar probadas, lo que es un 

limitante en la temporalidad de la sentencia anticipada en asuntos de 

estas características.  

 

Si ello es así, como el recurrente afirmó que hubo interrupción del 

fenómeno extintivo, el punto implica que se realice un análisis de sus 

dichos y del material probatorio, a fin de determinar el inicio y el final 

del periodo prescriptivo de cara a eventos de interrupción alegados.  

 

En ese punto, existe una clara omisión en proferir el auto tendiente a 

que el actor controvirtiera el medio de defensa de fondo esbozado 

por el demandado, siendo este un asunto de legalidad que debe ser 

controlado en diversos momentos procesales, tal como lo consagran, 

entre otros, los artículos 42.12 y 132 del ordenamiento procesal civil.  

 

El debido proceso y el derecho de contradicción debe estar presente 

en todo el trámite procesal, tal como lo indican los artículos 2º, 11, 

14, 42.5, 167, 170 y 171 ibídem. 

 

Por todo lo anterior, es menester agotar el debate probatorio en 

relación a una eventual interrupción de la extinción alegada2, ya que 

 
2 Sobre este punto la doctrina ha dicho: “4.2.2. La interrupción parte del supuesto de la 

ocurrencia de hechos a los que el legislador le reconoce eficacia jurídica para impedir 

que se consolide el fenómeno extintivo, como son el ejercicio del derecho por parte de 

aquel contra quien corre la prescripción, ora del reconocimiento del derecho ajeno por 

el prescribiente, que tiene como efecto que el periodo que hubiera trascurrido hasta ese 

momento ya no se cuenta para el término extintivo, de manera que comienza uno nuevo, 
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siendo la prescripción extintiva una sanción, para imponerla debe 

estar debidamente acreditada, o sea, probada, pues si ello ocurre 

debe darse la discusión y contradicción del caso, así como el examen 

en conjunto de las pruebas en un buen ejercicio de la sana crítica, 

ello en aras de determinar lo pertinente. 

  

En tales términos, y ante una eventual interrupción de la prescripción, 

lo cual solo se determinará con las pruebas a practicar, constituye 

razón en derecho para que se continúe con el trámite procesal, sin 

perjuicio que dilucidado lo pertinente se vuelva a estudiar el evento 

extintivo. 

 

Por todo lo anterior, y con el fin de salvaguardar los derechos de 

acceso a la administración de justicia y debido proceso, se revocará 

la decisión de primera instancia. Sin condena en costas dada la 

prosperidad del recurso. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley: 

 

 

 

cuya naturaleza y duración será la misma de aquella a que sucede; y se da, de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 2539 del C.C., natural o civilmente, lo primero por «el 

hecho de reconocer el deudor la obligación, ya expresa, ya tácitamente» y lo segundo 

«por la demanda judicial», siendo esta última la que resulta de interés para el caso en 

estudio… 4.2.2.1. La interrupción civil de la prescripción tiene lugar en virtud del 

apremio que realiza el titular del derecho al deudor para exigir la obligación, que podrá 

ser por requerimiento privado y por escrito por una sola vez, ora mediante la 

conminación judicial.” (Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia SC5515-2019). 
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RESUELVE 

 

 

PRIMERO: REVOCAR la SENTENCIA ANTICIPADA calendada el 

veintiocho (28) de marzo de dos mil veintidós (2022), 

proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de 

Oralidad de Medellín, debiéndose continuar con el 

curso del proceso según lo motivado. 

 

SEGUNDO: Sin CONDENA en costas en esta instancia dada la 

prosperidad del recurso. 

 

TERCERO: En firme lo aquí decidido, vuelva el expediente digital al 

Despacho de origen para lo de su cargo. 

Notifíquese;

         (Con salvamento de voto) 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

 

 

                                                                                

     SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ          MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

             MAGISTRADO      MAGISTRADO 
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SALVAMENTO DE VOTO 
 
Medellín, nueve de junio de dos mil veintidós 
Ref.: Exp.: 05001 31 03 005 2019 00125 01 
 
Proceso: Ejecutivo. 
Demandante: SEGUREXPO DE COLOMBIA S.A. 
Demandado: CREACIONES VELA SPORT S.A.S. 

 

Razones de forma, sobre debido proceso, han sido esbozadas en la ponencia 

votada mayoritariamente para disponer la revocatoria de sentencia anticipada 

calendada el 28 de marzo de 2022, proferida por el Juzgado Quinto Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín.  Nulidad procesal debió ordenarse, por 

auto, más no proferirse sentencia como lo ha aprobado la mayoría en la Sala 

primera de Decisión.  Esta tesis la apoyo en los siguientes argumentos: 

 

Para optimizar la economía procesal, el artículo 278 del Código General del 

Proceso plantea que es posible dictar sentencia anticipada cuando ya no hay 

pruebas que practicar. Por otro lado, el artículo 133.5 señala que el proceso es 

inválido cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o 

practicar pruebas, optimizando el derecho al debido proceso. Con base en lo 

anterior es pertinente preguntarse:  

 

¿Es válido dictar sentencia anticipada bajo la consideración de que “no 

hay pruebas que practicar”, o de que “se encuentra probada” una de las 
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excepciones del art. 278.3, a pesar de que no se han practicado la totalidad 

de las pruebas que solicitaron las partes en las oportunidades legales?  

 

La expresión “encontrarse probado” o “que no haya pruebas que practicar” en 

esta disposición puede comprenderse bajo dos perspectivas: la primera, según 

la cual algo “se encuentra probado” sólo en consideración al grado subjetivo de 

certeza del juez sobre el asunto, independientemente de cualquier otra 

consideración.  

 

La segunda interpretación plantea que, si bien la convicción del juez es decisiva 

para definir si un hecho se probó o no en el marco de un proceso, este juicio 

sólo puede emitirse válidamente a condición de haber garantizado a las partes 

el derecho a probar sus alegaciones, es decir, el derecho a incidir a través de los 

medios probatorios en el juicio de quien decide.  

 

A favor de la primera interpretación podría decirse que optimizaría el principio 

de economía procesal, en la medida que si el juez llega a una convicción sobre 

el asunto, que le permite considerar que ninguna prueba que se practique con 

posterioridad modificará su juicio, podría dictar sentencia sin dilaciones inútiles.  

 

Sin embargo, el suscrito considera que esa interpretación es inadecuada, porque 

no le otorga ningún peso al derecho que tienen las partes a intentar incidir en la 

convicción del juez, a través de los medios probatorios del proceso. Por el 

contrario, implica dejar al arbitrio del juez la posibilidad de definir cuando un 

hecho está probado, ignorando las solicitudes probatorias de las partes.  

 

El efecto de dejar al arbitrio judicial el cierre de la discusión probatoria es 

contrario al derecho fundamental a la prueba y a su regulación en el Código 
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General del proceso. El Código establece el principio de necesidad de la prueba 

-art. 164-, impone cargas probatorias a las partes -167-, regula las oportunidades 

para su solicitud -art. 173- y establece reglas para su decreto -art. 168- y práctica. 

La obligación del juez consiste en atenerse a estas y a las demás normas del 

régimen probatorio, y no a su arbitrio, para definir cuándo es válido cerrar el 

debate probatorio y dar un hecho por probado.  

 

El artículo 133.5 del CGP señala que el proceso es nulo cuando el juez omite 

(en cuanto a la solicitud, decreto y práctica) las posibilidades probatorias que la 

ley le otorga. La previsión de esta nulidad claramente niega el arbitrio judicial 

como criterio para cerrar el debate probatorio y dictar sentencia anticipada. Por 

el contrario, obliga al juez a garantizar las oportunidades legales para probar, so 

pena de que sus decisiones sean anulables por inválidas. 

 

Ahora bien, que el juez no pueda cerrar arbitrariamente el debate probatorio, 

no significa que no pueda dictar sentencia anticipada dejando de practicar 

pruebas que hayan solicitado las partes. Esto lo puede hacer siempre que 

garantice que se agotaron todos los medios de prueba, en relación con los hechos que 

interesan para resolver el litigio. 

  

Para el suscrito, debe optimizarse el principio de economía procesal y dictarse 

sentencia anticipada aun dejando de practicar pruebas, cuando éstas se 

relacionen con supuestos que no interesan para resolver el litigio. Sin embargo, 

no es válido fijar un supuesto como cierto en fundamento de una sentencia 

anticipada, sin antes haber practicado todas las pruebas que haya solicitado 

legalmente la parte en relación con ese supuesto, y máxime cuando se le cercena 

a una parte la posibilidad probatoria de pronunciarse mediante traslado sobre 
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las excepciones que se proponen como lo es la prescripción. De hacerse 

desconocería el derecho al debido proceso de las partes.  

 

En concordancia con lo anterior, el suscrito considera que la posibilidad de 

dictar válidamente sentencia anticipada bajo el supuesto del artículo 278, 

numerales 2 y 3, supone que se haya garantizado plenamente el derecho que 

tienen las partes a probar las alegaciones en defensa de sus intereses dentro de 

los marcos legales. Sólo cuando lo anterior esté satisfecho y sea posible decidir 

de fondo el asunto sin continuar con el trámite normal del proceso, entonces 

es procedente dictar una sentencia anticipada. En caso contrario la sentencia 

debe anularse en defensa de los derechos procesales de las partes y en aplicación 

del artículo 133.5 del CGP.  

 

En este caso la juez de primera instancia dictó sentencia anticipada con base en 

el artículo 278 del CGP, por considerar probada la excepción de prescripción 

extintiva con el argumento de que las obligaciones no tienen permanencia en el 

tiempo o perpetuidad, sin que se hubiese dado la interrupción de la 

prescripción, ya que la notificación de la sociedad demandada no se hizo dentro 

del año ordenado en el artículo 94.  Lo más delicado del asunto es no haberse 

ordenado el traslado de las excepciones, lo que, como bien lo expuso el 

recurrente, y expone en la ponencia aprobado mayoritariamente, significó un 

desconocimiento de lo establecido en los artículos 442 y 443 CGP y sin que se 

haya posibilitado al interior del proceso la posibilidad de confirmar la 

interrupción de la prescripción. 

 

Son estas razones de peso para declarar nulidad procesal mediante auto, y no 

sentencia. Hay una omisión del periodo probatorio, causado por el no traslado 

de excepciones, lo que manifiesta incluso un defecto procedimental manifiesto, 



16  05001 31 03 005 2019 00125 01 
 

impidiendo una verdadera oposición en etapa probatoria en lo que concierne a 

la excepción de prescripción. 

 

En conclusión, la sentencia anticipada es inválida cuando se da por probado un 

hecho sin haber garantizado todas las oportunidades defensivas y probatorias 

que la ley otorga a las partes, por disposición del artículo 133.5 del CGP.  En 

este caso, al dictarse sentencia anticipada se desconoció ese deber y los derechos 

probatorios de la parte, dándose por probado un hecho sin garantizar el acceso 

prueba, y más grave aún, sin surtirse un traslado de ley que garantizara 

íntegramente ese derecho a la defensa. En consecuencia, la sentencia debe 

anularse restituirse las garantías probatorias afectadas.  

 

Vale precisar que según el artículo 137 del CGP el trámite para declarar una 

nulidad en segunda instancia supone ponerla en conocimiento de la parte para 

que esta la alegue. Sin embargo, como el vicio que genera la nulidad fue el 

argumento central de la apelación que formuló el demandante como parte 

afectada, el suscrito piensa que éste ya fue alegado y que el traslado previsto en 

esa disposición resulta innecesario. En consecuencia, el Magistrado 

sustanciador debió haber procedido a declarar de plano la nulidad. Las razones 

que plasmó el proyecto hubiesen servido en buena parte para haber declarado 

la nulidad procesal, sin proferir sentencia. 

 

Atentamente, 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

Magistrado 
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